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Introducción

El Salvador cuenta con una de las legislaciones más restrictivas en el mundo en materia de aborto 1. 
Hasta 1998, El Salvador permitía el aborto en tres casos específicos, incluyendo los casos en los que 
fuera necesario proteger la vida de la mujer, cuando el embarazo fuera producto de un delito, así como 
en los casos de malformación fetal incompatible con la vida extrauterina 2. Sin embargo, en 1998 el 
Código Penal fue reformado, penalizando el aborto en todos los casos, al igual que criminalizando a los 
empleados públicos de cualquier autoridad que no reporten su comisión, incluyendo aquellos funcio-
narios que trabajan en hospitales y clínicas. El cambio en la ley desde 1998 generó como consecuencia 
paralela que profesionales médicos, en contravía del derecho a la confidencialidad de los pacientes, 
reporten ante las autoridades a las mujeres que acceden a los servicios de emergencia por causas de 
salud reproductiva, tales como, por ejemplo, emergencias obstétricas, bajo la sospecha de que han 
tenido abortos inducidos 3.

Tras los cambios legislativos de 1998, El Salvador también modificó su Constitución Política en 
1999, reconociendo al embrión como un ser humano desde “el momento de la concepción” 4. Así, una 
persona que realiza o se autoinduce un aborto, incluso antes de la etapa fetal, puede ser procesada por 
el delito de homicidio que conlleva una pena de prisión de hasta 50 años de cárcel 1. 

Las consecuencias de la aplicación de la ley en El Salvador han generado como resultado que 
mujeres que enfrentan complicaciones en sus embarazos, incluyendo emergencias obstétricas, pre-
fieren no buscar asistencia médica por el temor de ser perseguidas, investigadas y encarceladas bajo 
la sospecha de haber tenido abortos. En los casos en que las mujeres efectivamente acceden al aborto, 
una vez reportadas a las autoridades, corren el riesgo de enfrentarse a las fallas que permean el sistema 
judicial, sufriendo graves violaciones en el debido proceso durante la etapa judicial, donde en varios 
casos ni siquiera cuentan con la adecuada representación legal 5.

Adicionalmente, otros factores contribuyen a que se generen barreras en el acceso a servicios de 
salud reproductiva de las mujeres en El Salvador. La desigualdad socioeconómica, por ejemplo, es la 
principal causa de la inequidad de género e impide el acceso a los servicios de salud por parte de las 
mujeres, en particular mujeres rurales y de escasos recursos. Asimismo, los factores socioculturales 
relacionados con estereotipos de género y patrones marcados de violencia contra las mujeres, sumado 
a la causa raíz del problema, que obedece a la legislación restrictiva que impide el acceso al aborto en 
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todos los casos, también contribuye de manera significativa al ambiente de discriminación estructural 
contras las mujeres. 

Es a partir de este contexto legal que se desata un ambiente de estigma y discriminación estruc-
tural en contra de las mujeres en el país 6. Aquellas personas que acceden a los servicios de salud 
reproductiva o expresan su posición a favor de este, pueden estar sujetas a abuso, agresión, violencia 
política, persecución y hostigamiento 7.

La pobreza y el desarrollo como factores clave que contribuyen a la discriminación 
estructural en contra de las mujeres en el ámbito de la salud reproductiva  
en El Salvador

Con una población cercana los 6.1 millones de personas (Banco Mundial. Indicadores del desarrollo 
mundial, El Salvador: Población total; 2017. http://data.worldbank.org/country/el-salvador, accedi-
do el 04/Mar/2019), El Salvador es un país de ingreso medio-bajo con un crecimiento del Producto 
Interno Bruto (PIB) del 2,3% en 2017 8. Comparativamente en la región, el país enfrenta bajos niveles 
de crecimiento persistentes. Entre 2010 y 2016, el crecimiento del PIB real promedio fue del 2,6%, 
convirtiendo a El Salvador en uno de los países con el crecimiento económico más bajo en la región 
de América Central 8. 

En las últimas décadas, pese a que la población de El Salvador ha venido trasladándose del campo a 
la ciudad cada vez más (con un 67% de los habitantes del país viviendo en zonas urbanas 9), la pobreza 
en el país es altamente generalizada, con cerca del 32% de la población viviendo por debajo de la línea 
nacional de pobreza. La pobreza es aún más alta en las áreas rurales donde aproximadamente el 38% 
de la población vive en pobreza absoluta, es decir, por debajo de la línea de pobreza nacional 10. 

La población adolescente representa cerca del 34% del total de la población en El Salvador 11, 
que, a su vez, resulta ser la población más pobre del país 12. Atados a los altos niveles de pobreza, los 
adolescentes y jóvenes se enfrentan a varios desafíos interrelacionados de salud reproductiva para 
satisfacer sus necesidades y potencial. Las mujeres y las niñas en El Salvador son el sector poblacio-
nal más afectado por la pobreza, registrando los niveles más bajos de educación, las tasas más altas 
de deserción escolar, y aproximadamente el doble de la tasa de analfabetismo que los hombres. Así, 
las mujeres salvadoreñas se ven enfrentadas a un perverso ciclo de pobreza, ya que, al no contar con 
acceso efectivo y de calidad a la educación, y, por ende, a las habilidades técnicas y profesionales sufi-
cientes, también se enfrentan como resultado a una menor participación en la fuerza laboral formal 
y, en consecuencia, registran de manera significativa menores ingresos económicos en el transcurso 
de sus vidas, lo que limita la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en la sociedad 13. 

Adicionalmente a las barreras económicas, El Salvador es uno de los países más violentos en el 
mundo. Gran parte de la violencia en el país es impulsada por grandes pandillas y redes de tráfico de 
drogas, que resultan en una de las tasas de homicidio, hostigamiento y amenazas más altas, que se 
enmarcan en un contexto persistente y generalizado de violencia que afecta la mayoría de la población 
en El Salvador. La restricción de movimiento de las personas dentro del país, producto en su mayoría 
de la violencia generalizada, ha llevado consigo a un desplazamiento interno significativo de la pobla-
ción. Por ejemplo, una encuesta encontró que en el 2014 cerca de 300.000 de los residentes del país, 
un número igual a toda la población de San Salvador, fueron desplazados por causas de la violencia 
y las amenazas 14. 

El bajo crecimiento económico y la pobreza, sumado al contexto generalizado de violencia, tiene 
un impacto en el acceso a la salud de las personas en el país. Pese a que en los últimos años ha habido un 
aumento en el acceso a los servicios de salud por parte de los sectores de la población más vulnerables, 
aún existen grandes desafíos en materia de acceso a los servicios de salud 8. 

Conforme a la Organización Mundial de la Salud (OMS), existen importantes desigualdades en el 
financiamiento de la atención de salud entre los diferentes subsistemas de salud y el servicio nacional 
en El Salvador, lo que ha llevado a una persistente carencia de fondos suficientes para financiar el sis-
tema, no solo en materia de salud reproductiva, sino en general 15. Lo anterior ha resultado en que El 
Salvador sea uno de los pocos países de América Latina considerados en crisis con respecto a recursos 
humanos para la salud 15,16. El alto costo que involucra la atención de salud, a su vez, ha generado un 
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menor uso de los servicios de salud en El Salvador, lo que ha representado una barrera para el acceso 
a los servicios de salud por parte de toda la población 15. 

En materia de estereotipos culturales de género, El Salvador también presenta una cultura sexista 
arraigada que se manifiesta en varios aspectos de la vida de las mujeres, tales como en sus relacio-
nes íntimas que desencadenan en altos niveles de violencia intrafamiliar 17. Cerca de la mitad de las 
mujeres salvadoreñas que han estado en una relación íntima, reportan haber experimentado violencia 
al menos una vez por parte de su pareja 13. Adicionalmente, el país reporta un número creciente de 
violaciones sexuales que afecta particularmente a las mujeres 13.

La violencia basada en el género tiene efectos significativos en la salud reproductiva de las mujeres, 
especialmente cuando la violencia está directamente relacionada con la salud reproductiva. Esto se 
manifiesta de manera directa, por ejemplo, cuando se obliga a una persona a usar o no usar anticoncep-
tivos o, cuando se obliga a una persona para que aborte o no; o de manera indirecta, cuando una perso-
na agrede de manera física o mental a otra para evitar que esta ejerza su plena libertad reproductiva 11.

Así, el sexismo arraigado, la falta de oportunidad y dependencia socioeconómica, sumado al con-
texto de violencia generalizada y de género, genera un ambiente que limita el ejercicio de los derechos 
reproductivos de las mujeres en igualdad de condiciones que los hombres. Por ejemplo, las mujeres 
ocasionalmente no pueden pagar los costos de transporte necesarios para buscar atención médica 
cuando lo necesitan; en otras circunstancias dependen del apoyo económico de los hombres para 
consultar a un profesional de la salud 18.

Las consecuencias de la restricción legal absoluta del aborto en El Salvador

Consecuencias en la salud física y mental de las mujeres

Con base en el contexto de pobreza y violencia generalizada em El Salvador. Estos factores tienen un 
impacto en el acceso a los servicios de salud física y mental de la mujeres, particularmente en el ámbito 
de la salud reproductiva. Cuando el aborto es realizado en un ambiente adecuado con supervisión y 
asistencia médica técnica y calificada, es un procedimiento seguro 19. Sin embargo, la OMS ha notado 
que “las mujeres, incluso las adolescentes con embarazos no deseados, a menudo recurren al aborto inseguro 
cuando no pueden acceder al aborto seguro” 20. El aborto inseguro se produce “cuando una persona carente 
de la capacitación necesaria pone fin a un embarazo, o se hace en un entorno que no cumple las normas médicas 
mínimas, o cuando se combinan ambas circunstancias” 20. Esto ocurre especialmente en los países en los 
que el aborto está completamente prohibido o solo está permitido en circunstancias muy limitadas. 
En estos lugares solo uno de cada cuatro abortos es seguro 21 y, adicionalmente, se producen “la mayo-
ría de las muertes y morbilidad por abortos inseguros” 19. 

El aborto inseguro se cobra la vida de 47.000 mujeres cada año 22, con casi todas estas muertes 
ocurriendo en regiones de bajo o mediano ingreso (Banco Mundial. https://blogs.worldbank.org/es/
opendata/nueva-clasificacion-de-los-paises-segun-el-nivel-de-ingreso-para-el-periodo-2018-19). 
El aborto inseguro puede llevar a una variedad de daños que afectan la calidad de vida y el bien-
estar de las mujeres, lo que incluye la posibilidad de complicaciones físicas, tales como: abortos 
incompletos, infecciones, perforaciones uterinas, enfermedades inflamatorias pélvicas, hemorragias 
u otras lesiones internas que pueden causar la muerte de la mujer o generar lesiones permanentes  
o infertilidad 13,20,23. 

En materia de salud mental, debido al estigma asociado con el procedimiento y al temor real de 
ser reportada ante las autoridades, esto puede también generar un mayor riesgo de complicaciones de 
salud mental al largo plazo, o incluso la muerte 24. Por ejemplo, en los casos de embarazos no planifi-
cados, la restricción total también pone a las mujeres en un riesgo significativo, ya que se les obliga a 
llevarlos a término con posibles consecuencias graves para su salud y la de sus bebés. 

En el caso específico de El Salvador, donde existe un patrón de criminalización a las mujeres que 
acceden a servicios de salud reproductiva, el solo hecho de estar embarazada, y saber que hay posibi-
lidades de tener a lo largo del embarazo una emergencia obstétrica, puede significar una afectación 
en la salud mental de la mujer embarazada, por el temor y angustia que genera la posibilidad de ser 
procesada penalmente sólo por tener ese tipo de emergencia 25.
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Adicionalmente, cuando el embarazo es adolescente y no fue planificado puede ser asociado con 
emociones de vergüenza y estigma, el cual puede provocar rechazo por parte de las familias y las 
comunidades, y secuelas en la salud mental, incluyendo síntomas de ansiedad, depresión, y un mayor 
riesgo de suicidio 26. Desde 2011, al menos 42 niñas o adolescentes embarazadas se han suicidado en 
El Salvador 27. Estas muertes se han asociado con casos de menores embarazadas que terminan sus 
vidas ante la falta de opciones para embarazos no deseados como resultado de una violación sexual, lo 
que conlleva a la discriminación y el estigma social relacionado con los estereotipos que recaen sobre 
el rol reproductivo de la mujer en la sociedad 27.

El caso de las 9 mujeres contra El Salvador ante el Sistema Interamericano de Protección
de los Derechos Humanos

La prohibición absoluta del aborto ha llevado a que en El Salvador un número alarmante de mujeres 
28,29, mayoritariamente mujeres jóvenes, rurales, con bajo nivel de escolarización y de escasos o nulos 
ingresos económicos 30, sean acusadas, judicializadas, condenadas y encarceladas por el hecho de 
sufrir emergencias obstétricas 31. 

En el 2015, grupos de derechos humanos denunció la responsabilidad internacional del Estado 
salvadoreño ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en perjuicio de nueve 
mujeres que tuvieron emergencias obstétricas y fueron criminalizadas, debido a la prohibición total 
del aborto en el país. Cada uno de estos nueve casos refleja las múltiples barreras que el Estado impone 
para el acceso y garantía del derecho a la salud reproductiva de las mujeres salvadoreñas, así como las 
fallas estructurales del sistema judicial que desencadenaron en graves violaciones en el debido proce-
so y las graves condiciones de reclusión en las cárceles 31. 

En la mayoría de los casos, las mujeres que acudieron al sistema de salud durante el embarazo 
no recibieron una atención aceptable y accesible, ya sea porque recibieron información incompleta 
y sesgada sobre el diagnóstico prenatal (en los casos en que los fetos eran incompatibles con la vida 
extrauterina) (Naciones Unidas. Consejo Económico y Social. https://www.acnur.org/fileadmin/
Documentos/BDL/2001/1451.pdf) o porque no fueron informadas de que su embarazo implicaba un 
peligro para su vida o su salud 32. Adicionalmente, cuando algunas de ellas acudieron a las institucio-
nes de salud en situación de gravedad por las emergencias obstétricas sufridas, en lugar de proveerles 
los servicios médicos que requerían 32, el personal médico las denunció ante las autoridades de policía 
por un delito que no cometieron 33. Lo anterior, no solo es contrario al deber de secreto profesional 1, 
sino al derecho a la confidencialidad de las pacientes, protegido bajo la ley penal salvadoreña 3. 

Varias de las nueve mujeres fueron esposadas cuando todavía se encontraban recibiendo trata-
miento médico, o fueron maltratadas verbalmente antes y durante la detención. Asimismo, las nueve 
mujeres fueron privadas de libertad en condiciones extremas de hacinamiento, insalubridad y sin acce-
so a servicios de salud que cumplan con los estándares de disponibilidad y calidad (Naciones Unidas. 
Consejo Económico y Social. https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2001/1451.pdf). 

El Salvador tiene las cifras más altas de encarcelación de su historia 34,35, con un hacinamiento 
carcelario que alcanza el 230% 36. Según cifras generales del sistema penitenciario, en los años 2009, 
2015 y 2018, la población privada de libertad fue, respectivamente, de 21.032, 31.148 y 39.274 inter-
nos 36. Así, se observan incrementos alarmantes en el número de personas privadas de la libertad, 
arrojando una tasa de 614 personas presas por cada 100.000 habitantes 34,37. En mayo 2016 la Sala 
de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia se manifestó al respecto y declaró el estado de 
cosas inconstitucional ante las condiciones de hacinamiento de los centros de reclusión en El Salvador 
(https://sv.vlex.com/vid/569851122, accedido el 27/May/2016).

El Centro de Readaptación para Mujeres “Ilopango” 38, en donde estuvieron privadas de la libertad 
algunas de las nueve mujeres, reporta uno de los mayores niveles de hacinamiento del país (367%) 34. 
En los años 2014, 2017 y 2018, respectivamente, albergaba un total de 2.073, 2.444 y 2.462 privadas 
de libertad 34, lo que refleja también un continuo incremento de su población.

El hacinamiento genera impactos negativos en la salubridad del sistema penitenciario. En febrero 
de 2018 la Relatora Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias de las Naciones 
Unidas expresó su preocupación al respecto, ya que las condiciones extremas de hacinamiento carce-
lario en El Salvador provocan la proliferación de enfermedades, como los recientes brotes de tubercu-
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losis registrados en los centros penales del país (Callamard A. Declaración final de misión en El Salva-
dor. https://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=22634&LangID=S, 
accedido el 4/Mar/2019). Aunado a ello, los techos, sistemas de drenaje y tuberías de aguas negras de 
los centros penitenciarios están a punto de colapsar y se inundan en invierno 39, poniendo así a las 
personas privadas de la libertad en múltiples formas de vulnerabilidad y violación de sus derechos.

A julio de 2015 solo había un profesional de la salud por cada cinco mil personas privadas de 
libertad, las clínicas de los centros no contaban con personal suficiente, equipo, ni los medicamen-
tos necesarios para atender emergencias o tratar enfermedades graves y no disponían de custodios, 
ambulancias, o vehículos suficientes para trasladar a los reclusos que se encuentran enfermos a las 
consultas externas 34. Así, en Centro Penitenciario para Mujeres “Granja Izalco” (en donde se encuen-
tran las mujeres privadas de la libertad en fase de confianza 34 o aquellas en fase ordinaria que tienen 
hijos menores de 5 años 34) se ha reportado que ni las mujeres, ni los niños y niñas reciben atención 
médica, alimentación, agua y cuidados adecuados (http://elintercamb.io/ninospresos/elsalvador/, 
accedido el 05/Mar/2019).

De acuerdo con los pronunciamientos del relator especial sobre la tortura y outros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, estas actuaciones son constitutivas de tratos crueles, inhumanos o 
degradantes 40 (Méndez JE. Informe del relator especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. https://www.ohchr.org/SP/Issues/Torture/SRTorture/Pages/SRTorture 
Index.aspx, accedido el 04/Mar/2019).

El caso de las nueve mujeres demuestra las consecuencias que la prohibición absoluta del aborto 
en El Salvador tiene para la garantía del derecho a la salud de las mujeres en el país. En efecto, la legis-
lación salvadoreña no solo imposibilita el acceso a servicios esenciales de salud reproductiva, como la 
atención médica adecuada para mujeres que sufren emergencias obstétricas, sino que expone cómo el 
Estado, al privar injustamente de la libertad a las mujeres, continúa fallando en proveer la atención de 
salud que requieren mientras están en el sistema penitenciario, y se espera que la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos se pronuncie en esse sentido.

Recomendaciones hechas por cuerpos internacionales de derechos humanos para 
reformar la ley restrictiva que restringe los derechos reproductivos en El Salvador

Debido a que la ley nacional restringe el reconocimiento de los derechos reproductivos de las mujeres 
en el país, es necesario hacer referencia al marco legal internacional, a fines de remitir al reconoci-
miento que diversos cuerpos internacionales de derechos humanos han hecho en la materia, incluyen-
do la publicación de recomendaciones específicas al país, con el fin de que este reforme su legislación 
restrictiva en materia de derechos reproductivos. 

El Salvador forma parte de varios instrumentos internacionales de derechos humanos que prote-
gen los derechos fundamentales de las mujeres y el derecho al más alto nivel posible de salud, entre 
otros derechos socioeconómicos. Bajo el derecho internacional de derechos humanos, los países 
están en la obligación de priorizar la autonomía y la autodeterminación de las mujeres al asegurar 
su derecho a acceder a servicios completos de salud reproductiva (Comité de Derechos Econòmicos 
Sociales y Culturales. Observación Generale 14. https://www.refworld.org.es/publisher,CESCR, 
GENERAL,,47ebcc492,0.html71, accedido el 05/Mar/2019). Como lo establece la Constitución Polí-
tica de El Salvador, los tratados internacionales ratificados por el Estado son leyes en el país, y estos 
prevalecen en caso de conflicto con una ley nacional 4. Por tanto, como signatario de estos instrumen-
tos internacionales y regionales, El Salvador tiene la obligación de respetar, proteger y hacer cumplir 
estos derechos humanos 41. 

El derecho a la salud reproductiva es un derecho reconocido por el derecho internacional de los 
derechos humanos 42 (Comité de Derechos Econòmicos Sociales y Culturales. Observación Generale 
14. https://www.refworld.org.es/publisher,CESCR,GENERAL,,47ebcc492,0.html71, accedido el 05/
Mar/2019). Conforme a la OMS, la salud reproductiva supone el respeto, protección y garantía de la 
salud reproductiva en tres dimensiones: física, mental y social 43. En esta medida, los Estados tienen 
una obligación de carácter positivo de asegurar el goce del derecho y un deber negativo de no privar 
a las personas del goce y ejercicio de su derecho fundamental 44.
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Diversos cuerpos legales internacionales han hecho varios llamamientos a El Salvador para que 
modifique su legislación que prohíbe de manera absoluta el aborto. En el 2007, el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (CESCR) expresó su preocupación por la 
discriminación que enfrentan las mujeres en El Salvador y la ilegalidad del aborto, que conlleva a los 
abortos clandestinos como una de las principales causas de la muerte de las mujeres. De esta medida, 
el CESCR recomendó al Estado reformar la ley y considerar las exenciones a su legislación 44.

Por su parte, en el 2010, el Comité de Derechos del Niño (CDN) ya había expresado su preocupa-
ción por el alto número de embarazos adolescentes y la falta de resultados de las medidas preventivas 
adoptadas por el Estado Parte al respecto, [así como] el hecho de que esta prohibición absoluta puede 
llevar a las niñas a recurrir a prácticas de aborto inseguras y clandestinas, a veces con consecuencias 
fatales 45. En consecuencia, el CDN recomendó a El Salvador promover y garantizar el acceso a la 
educación sexual y los servicios de salud reproductiva para todas las personas y solicitó conside-
rar revisar las disposiciones del Código Penal que penaliza la interrupción del embarazo en todas  
las circunstancias 45. 

Posteriormente en el 2014, el CESCR nuevamente reiteró su preocupación por la continua cri-
minalización del aborto, señalando que esta afecta desproporcionadamente a las mujeres pobres y 
menos educadas en particular 25, y enfatizando en la escasez e insuficiencia de los servicios de salud 
sexual y reproductiva, en particular para las niñas y las mujeres, que da lugar a las altas tasas de mor-
talidad materna y embarazo adolescente. El CESCR instó a El Salvador a revisar su prohibición total 
del aborto y recomendó que asegure la accesibilidad y disponibilidad de los servicios de salud sexual 
y reproductiva.

En marzo de 2017, el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer (Comité CEDAW) recomendó a El Salvador modificar su legislación que penaliza el aborto y 
generar medidas para garantizar el acceso a los servicios de salud reproductiva 25.

Luego, en noviembre de ese mismo año, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos Zeid Ra’ad Al Hussein manifestó su preocupación por que como resultado de 
la prohibición absoluta en El Salvador del aborto, las mujeres están siendo castigadas por abortos 
espontáneos y otras emergencias obstétricas, acusadas y condenadas de haberse inducido la termina-
ción del embarazo 46. En consecuencia, hizo un llamado a El Salvador a emprender una moratoria en 
la aplicación del artículo 133 del Código Penal, y a revisar todos los casos donde las mujeres han sido 
detenidas por ofensas relacionadas con el aborto, con el objetivo de asegurar el cumplimiento con el 
debido proceso y estándares de juicios justos 46.

Además, en mayo de 2018 el Comité de Derechos Humanos también instó al Estado a que garanti-
ce el acceso legal, seguro y efectivo a la interrupción voluntaria del embarazo cuando la vida o la salud 
de la mujer o niña embarazada estén en riesgo 47, y cuando el embarazo es resultado de una violación 
o incesto o cuando no sea viable 47. Además, el Comité recomendó suspender de forma inmediata la 
criminalización de las mujeres por el delito de aborto 47. 

En octubre de 2018, el CDN reiteró sus recomendaciones anteriores, pidiéndole al Estado despe-
nalizar el aborto y garantizar el acceso a servicios de aborto seguro y atención postaborto para niñas 
adolescentes, asegurándose de que sus opiniones siempre se escuchen y se les dé la debida considera-
ción como parte del proceso de toma de decisiones 48.

Finalmente, en el contexto regional, en el 2018, la CIDH hizo un llamado al país para que revise 
las condenas de al menos 26 mujeres juzgadas tras haber tenido emergencias obstétricas y/o abortos, 
y modifique la legislación restrictiva actual. 

No obstante, pese a los varios llamados internacionales, El Salvador aún mantiene su legislación 
restrictiva en materia de derechos reproductivos 49. 

Conclusión

La pobreza y el desarrollo, sumado a los factores culturales que refuerzan los estereotipos sobre el 
rol reproductivo de la mujer y sus responsabilidades en la sociedad, la familia, el trabajo, su falta de 
empoderamiento económico y participación política, constituyen serios obstáculos para el alcance y 
reconocimiento de los derechos de las mujeres en El Salvador. Dicha situación de desventaja de las 



ABORTO EN EL SALVADOR 7

Cad. Saúde Pública 2020; 36 Sup 1:e00039119

mujeres está patente en todos los niveles de la sociedad, y conlleva a un contexto de discriminación 
estructural y una mayor vulnerabilidad ante la violencia y la explotación, que se ve reflejado en la 
legislación que no reconoce la autonomía reproductiva de las mujeres.

Estos patrones legales, económicos y socioculturales reflejan un sesgo sistémico en El Salvador 
contra las mujeres. Desde los estereotipos de género arraigados en la sociedad, a las altas tasas de agre-
sión sexual y violación, la falta de acceso efectivo a la atención médica para las mujeres embarazadas 
que sufren complicaciones obstétricas, y la criminalización de mujeres en situación de vulnerabilidad, 
incrementan la situación de discriminación estructural e impiden el completo ejercicio de vivir una 
vida libre de violencia.

Las leyes actuales que restringen los derechos reproductivos de las mujeres hacen distinciones, 
exclusiones y restricciones basadas en el sexo, que tienen el efecto de menoscabar o anular el reco-
nocimiento, disfrute o ejercicio por parte de las mujeres de sus derechos humanos en violación de las 
obligaciones legales internacionales de El Salvador. Asimismo, no prevenir la coacción con respecto 
a la reproducción, y no garantizar que las mujeres puedan acceder a abortos legales y seguros cons-
tituye violencia de género, ya que inhibe seriamente su capacidad para las mujeres para disfrutar de 
sus derechos y libertades. 

Así, en lugar de promover los derechos de las mujeres, la prohibición total del aborto en El Sal-
vador exacerba y afianza la discriminación en su contra, lo que constituye una grave y sistemática 
violación de derechos humanos.
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